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Excepción de improcedencia de acción  
La excepción de improcedencia de acción se basaba en que por la modificación 
del artículo 317 del Código Penal, por la Ley 32108, que convertían en atípica la 
imputación del Ministerio Publico por el delito de Organización Criminal, al 
margen que el Ministerio Publico ya formalizó un requerimiento acusatorio; 
debe desestimarse porque los argumentos del recurso de apelación no desvirtúan 
los fundamentos del auto impugnado, porque: (i)  se ha dilucidado la norma más 
favorable al recurrente que resulta ser el artículo 317 del Código Penal bajo la 
modificatoria de la Ley 32138; (ii) la aplicación del principio de retroactividad 
benigna de las leyes comprende a la ley vigente al tiempo de la comisión del 
hecho delictivo con la ley vigente al tiempo en que el órgano jurisdiccional 
resuelve, quedando excluidas las leyes intermedias por no estar vigentes; (iii) la 
imposibilidad procesal resolver la excepción de improcedencia de acción del tipo 
penal de organización criminal separadamente de los delitos fines ya 
consumados al que esta intrínsecamente vinculados; (iv) Por otro lado, si se 
hubiera considerado como norma favorable la Ley 32108, el elemento 
normativo “control de la cadena de valor de una economía o mercado ilegal”, ha sido 
aceptado por la jurisprudencia suprema de esta Sala como el espacio de 
intercambio o conjunto de transacciones de procesos o intercambio de bienes o 
servicios entre individuos, que para se torne en ilegal tiene que tratarse de 
transacciones clandestinas y evasoras de la ley (fuera de la ley), para obtener 
externalidades positivas o ventajas o ganancias al margen de lo permitido. No 
tiene que vincularse, necesariamente a un espacio físico sino también a un 
ambiente social o virtual, pues el mercado es un proceso puesto en marcha por 
la actuación de individuos que cooperan bajo el régimen de división del 
trabajo. De allí que, la casuística nos ha brindado la oportunidad de definir al 
mercado ilegal y su consiguiente control puede ser de espacios físicamente 
ilegales (como las zonas mineras ilegales); de bienes ilegales (como la 
comercialización de drogas tóxicas, a través de burriers, dealers, caletas, etcétera); 
de servicios ilegales (como el tráfico de contrataciones del Estado o el 
nombramiento o ratificación de jueces o fiscales, nombramiento de jueces 
supernumerarios u otros puestos del servicio público). En estos casos, como se 
dijo no estamos frente a bienes o servicios, entitativamente ilegales – puestos 
públicos o productos mineros – sino para conseguir el puesto público, el 
espacio público o la contratación pública, se da por medio de transacciones 
clandestinas y evasoras de la ley para obtener ventajas, que de modo legal no 
las podrían alcanzar. 
En suma, el recurso de apelación resulta infundado, pues sus argumentos no 
permiten la destrucción de la decisión a la que se arribó. 
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investigado César José Hinostroza Pariachi (foja 03), en el proceso seguido 
en su contra por la presunta comisión del delito de organización criminal y 
otros, en agravio del Estado. 

Intervino como ponente el señor juez supremo LUJÁN TÚPEZ.  

FUNDAMENTOS DE HECHO 

§ I. Antecedentes del proceso  

Primero. Disposición de Formalización y Continuación de la 
Investigación Preparatoria. El diecinueve de octubre de dos mil dieciocho 
(foja 21 del cuaderno de excepción), el señor Fiscal Supremo Titular emitió la 
Disposición N.° 15, por la cual dispone Formalizar y Continuar la 
Investigación Preparatoria contra CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI por 
la presunta comisión de los delitos de organización criminal, patrocinio 
ilegal, negociación incompatible y trafico influencias en agravio del Estado 
Peruano1. 

∞ De acuerdo al Informe presentado por el Congresista Oracio Pacori, los 
hechos cometidos por los investigados tendría como común denominador 
las gestiones y coordinaciones efectuadas en diversos momentos, entre 
ellos, con un enfoque directo en la gestión de intereses particulares, ya sea 
en los procesos del Consejo Nacional de la Magistratura, [en adelante 
CNM], así como en otros ámbitos administrativos del Estado, tal como se 
ha visto en el caso del Poder Judicial, en cuanto a las tramitaciones de 
expedientes y contratos laborales. 

∞ Así, se señala que a pesar que el investigado Noguera indica que estaba 
en contra de los otros seis miembros del Consejo Nacional de la 
Magistratura, en base al argumento que él si era honrado: “Miren la 
honradez, yo solo contra los seis, y que, sí hay una diferencia entre la nota de un 
consejero que pone cien, y otro que pone cinco, que se pase el video para ver, a ver 
dónde está la maldad, como le va poner cinco, de repente acá hay algo turbio, no 
me hicieron caso, nuevamente seis a uno. Reconsideré, volví a perder el veintinueve 
de abril de dos mil dieciséis, he sido un perdedor, pero a mucha honra, y ahora 
involucrado por haber sido parte de los siete (...)” 

∞ Sin embargo, de las conversaciones visualizadas y su lectura en las 
correspondientes Actas de Transcripción, se acredita un trato amical, 

 

1 La misma Disposición Fiscal se dirige también contra Guido César Aguila Grados por la presunta 
comisión del delito de patrocinio ilegal; contra Orlando Velasquez Benites por la presunta comisión del 
delito de cohecho pasivo específico; contra Julio Atilio Gutiérrez Pebe por la presunta comisión del 
delito de cohecho pasivo específico y contra Sergio Iván Noguera Ramos por la presunta comisión del 
delito de patrocinio ilegal; todos ellos en agravio del Estado peruano.          
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cercano y familiar entre los implicados en la investigación: “Ivancito”, 
“Cesítar”, “Orlandito”, “Mito”, “Hermano”, “Hermanito”, etc.  

∞ Se invoca en el informe Pacori, el informe n.° 01-05-2018-MP-FN de la 
siguiente manera: “La investigación que se sigue contra la organización 
criminal denominada “los cuellos blancos”, se adecua a la noción legal que 
regula la Ley N’ 30077, que en su artículo 2, la considera como tal: “(...) a 
cualquier agrupación de tres o más personas que se reparten diversas 
tareas o funciones, cualquiera sea su estructura y ámbito de acción, que 
con carácter estable o por tiempo indefinido se crea, existe o funciona, 
inequívoca y directamente de manera concertada y coordinada, con la 
finalidad de cometer, uno o más delitos graves (...). Esta regulación es 
concordante con el artículo 317 del Código Penal que sanciona la 
pertenencia a la organización criminal.  

∞ Es así. que los actos de investigación que se vienen realizando, permite 
inferir que “Los cuellos blancos” es una organización criminal cuyo objetivo 
es la comisión de delitos contra la Administración Pública […].    

 ∞ […] Así, se advierte que los investigados, Sergio Iván Noguera 
Ramos, Julio Atilio Gutiérrez Pebe, Guido César Aguila Grados, Orlando 
Velásquez Benites y CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI, pertenecerían a 
una organización criminal, denominada: “Los Cuellos Blancos del Puerto”. 
∞ Dicha Organización Criminal, para contar con el control del Consejo 
Nacional de la Magistratura en el nombramiento y ratificación de 
magistrados, requería contar con la Presidencia de esta institución, por lo 
que se habrían realizado las diversas gestiones para favorecer al candidato 
a presidente, en un primer momento, Julio Gutiérrez Pebe y 
posteriormente a Orlando Velásquez Benites. 

∞ En el extremo de Orlando Velásquez Benites, la conducta fue realizada 
por el señor Walter Ríos Montalvo, durante el mes de febrero de dos mil 
dieciocho. Este último, porque habría existido un choque de facciones al 
interior del CNM y Ríos Montalvo, habría tratado de tender puentes con 
los ex consejeros Aguila Grados y Gutiérrez Pebe, por intermedio de José 
Luis Cavassa Roncalla, a fin de abogar por la candidatura de Velásquez. 

∞ Es así que, finalmente, el veintiuno de febrero de dos mil dieciocho, 
Orlando Velásquez Benites fue elegido presidente del Consejo Nacional de 
la Magistratura para el periodo dos mil dieciocho-dos mil diecinueve. 

∞ La relación de los investigados habría tenido un alcance en diversas 
esferas, como son la empresarial, por la presencia de Mario Mendoza Díaz 
y Antonio Camayo; judicial y fiscal, debido a la gestión en los 
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nombramientos, ratificaciones y promoción a nivel laboral de personal 
administrativo, deportivo y político. 

∞ Así, en el ejercicio de las funciones de Vocal de la Corte Suprema, CÉSAR 

JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI e integrantes del Consejo Nacional de la 
Magistratura, habrían destinado su accionar a la comisión de diversos 
hechos que se han analizado en la presente Disposición. Aunado a ello, del 
informe n.° 01-05-2018-MP-FN, en cuanto a la estructura de la 
organización, a la cual pertenecerían los investigados, se tiene la 
declaración del colaborador con clave FPCC108-2018. 

- Mario Mendoza Díaz, operador financiero, se encargaba de pagar los 
almuerzos para los miembros del Consejo Nacional de la Magistratura, 
esto es, Guido Aguila Grados, Iván Noguera Ramos, Julio Gutiérrez 
Pebe, Orlando Velásquez Benites y Herbert Marcelo Cubas, y también... 
el almuerzo para políticos importantes como el congresista Mauricio 
Mulder (...) 

- Antonio Camayo Valverde, empresario financista de la organización 
criminal, quien organizaba los almuerzos y reuniones en su casa con los 
miembros del CNM, Jueces Supremos, Tomas Gálvez, Pedro Gonzalo 
Chavarry y entre otros políticos. Los mismos que se reunían para 
coordinar ascensos y ratificaciones. 

- Orlando Velásquez Benites, Iván Noguera Ramos, Guido Águila 
Grados, Julio Gutiérrez Pebe y Herbert Marcelo Cubas. Ellos 
favorecían a los postulantes para nombramiento o ratificación a jueces o 
fiscales propuestos por Walter Ríos para favorecer y colocar a la gente 
que le pagaba para ingresar a la Magistratura. 

- CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI, signado como el cabecilla 1 de la 
organización criminal, porque Walter Ríos coordinaba con él y a la vez 
obedecía órdenes de CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI para los 
arreglos tanto en los casos judiciales de la Corte del Callao y de la Corte 
Suprema, como también con los postulantes a jueces y fiscales en el 
CNM, todo a cambio de dinero y estos encuentros eran en los distintos 
restaurantes (...) Así también este señor se encargaría de colocar juntos 
con los amiguitos conocidos a los ex integrantes del Consejo Nacional 
de la Magistratura a Walter Rios como Fiscal Supremo (...) 

∞ De este modo, de lo señalado en el “informe Pacori”, se puede concluir, 
que los investigados pertenecerían a una organización criminal (Los Cuellos 
Blancos del Puerto), en la que Noguera Ramos, Velásquez Benites, Águila 
Grados y Gutiérrez Pebe, tenían el rol de intervenir en el nombramiento y 
selección, así como ratificación de magistrados, con la finalidad de 
incrementar los alcances de la organización, tal como lo afirma Guido 



 

  

                                                               

 
5 

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE APELACIÓN  
  N.° 86-2025/CORTE SUPREMA  

Aguila Grados en su conversación con Walter Ríos, de fecha veintiocho de 
abril de dos mil dieciocho, “nosotros vemos que se siga incrementando 
gente al grupo. Asimismo, dicha organización estaría liderada por CÉSAR 

JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI. 

Segundo. Excepción de improcedencia de acción. El veinte de agosto de 
dos mil veinticuatro, el investigado presentó su escrito deduciendo la 
excepción de improcedencia de acción (foja 3), amparado en el artículo 6, 
numeral 1, literal b), del Código Procesal Penal (en adelante, CPP), por el que 
solicita (i) se declare fundada la excepción deducida respecto de la acción 
penal seguida en su contra por el delito de organización criminal, en agravio 
del Estado; (ii) se declare el sobreseimiento definitivo del proceso.  

∞ Argumenta su excepción, en que el hecho imputado por el Ministerio 
Público por el delito de organización criminal ha devenido en atípico, por 
cuanto el tipo penal previsto en el artículo 317 del Código Penal, ha sido 
modificado por la Ley n.° 32108 publicada el nueve de agosto de dos mil 
veinticuatro, tipificando un nuevo delito de organización criminal.  

∞ Considera que esta última modificatoria debe aplicarse al caso de 
investigado recurrente por resultarle más favorable, conforme a la garantía 
constitucional prevista por el artículo 103 de la Constitución Política del 
Perú que consagra la retroactividad benigna de la ley penal. 

∞ Alega que la excepción deducida se circunscribe solo al relato fáctico del 
Ministerio Público descrito en la Disposición Fiscal n.° 15 de Formalización y 
Continuación de la Investigación Preparatoria de fecha diecinueve de octubre 
de dos mil dieciocho, acorde a diversos pronunciamientos jurisprudenciales 
sobre el particular, citando a las Casaciones n.° 388-2012/Ucayali, n.° 407-
2015/Tacna, n.° 581-2015/Piura, n.° 1307-2019/Nacional y n.° 86-2021/Lima.    

∞ Sostiene que el Ministerio Público subsumió los hechos antes mencionados 
en el tipo penal previsto en el artículo 317 del Código Penal vigente al 
diecinueve de octubre de dos mil dieciocho2; en tanto que la definición de 
organización criminal la extrajo la Fiscalía de la Ley n.° 30077; el nueve de 
agosto de dos mil veinticuatro, se publicó la Ley n.° 32108, que modificó de 
manera drástica el artículo 317 del Código Penal y la Ley n.° 30077. El 
nuevo tipo penal de organización criminal contiene nuevos elementos 
descriptivos y normativos, por lo que basta la ausencia de uno de ellos de 
dichos elementos, para que la conducta imputada resulte atípica.  

∞ Sostiene que con la promulgación de la Ley n.° 32108 que modificó el tipo 
penal de la organización criminal previsto en el artículo 317 del Código Penal, 
los hechos imputados al investigado recurrente se convirtieron en atípicos en 

 
2 En referencia al texto del artículo 317 del Código Penal, bajo la modificatoria del Decreto Legislativo 1244. 
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forma automática, tal como están relatados en la Disposición Fiscal n.° 15 de 
Formalización y Continuación Preparatoria pues estos no se subsumen en los 
elementos descriptivos y normativos del nuevo tipo penal.  

Tercero. Audiencia de excepciones. El diecinueve de septiembre de dos mil 
veinticuatro (foja 96) se realizó la audiencia de excepción de improcedencia de 
acción con asistencia de las partes procesales, donde se ratificaron en sus 
posiciones respecto de la excepción deducida. 

Cuarto. Resolución de excepciones. Por Resolución n.o 3, del diez de febrero 
de dos mil veinticinco (foja 105), el Juzgado Supremo de Investigación 
Preparatoria de la Corte Suprema de la República declaró infundada la 
excepción de improcedencia de la acción deducida, que se fundó en lo siguiente:  

4.1. El Acuerdo Plenario n.° 08-2019/CIJ-116, estableció diferencias 
hermenéuticas entre organización criminal, banda criminal y delitos 
cometidos por integrantes de una organización criminal, a razón de su 
“mayor capacidad operativa” y “complejidad organizacional”; por lo que no 
era novedoso para la configuración del delito, la concurrencia de esas 
características, porque ya estaba previsto en dicho Acuerdo Plenario. De 
igual modo, el Acuerdo Plenario relievó la característica de “permanencia 
en el tiempo” de las organizaciones criminales, recogiendo la cita de un 
glosario policial en su fundamento décimo noveno.  En la Disposición n.° 
77 de quince de noviembre de dos mil veintiuno, también desarrolla el 
elemento típico de la “permanencia en el tiempo”.  

4.2. En la Disposición n.° 15, de diecinueve de octubre de dos mil dieciocho, 
emitida en su oportunidad en la originaria Carpeta Fiscal n.° 119-2018 
(hoy parte de la Carpeta Fiscal n.° 8-2018), se formalizó la investigación 
preparatoria, entre otros, contra CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI 
por el delito de organización criminal sustentándose fáctica y 
jurídicamente en sus fundamentos 90 a 108 y 150 a 154; de los cuales se 
desprende su carácter estable, acorde a lo señalado en el informe del 
congresista Oracio Pacori, que describe como los presuntos integrantes 
de la presunta organización criminal “Los Cuellos Blancos del Puerto” 
habrían efectuado gestiones y coordinaciones, en diversos momentos, en 
los procesos del CNM, así como en otros ámbitos administrativos del 
Estado, como el Poder Judicial, en cuanto a la tramitación de expedientes 
y contratos laborales; organización que habría procurado contar con la 
presidencia del CNM, para el control en el nombramiento y ratificación 
de magistrados (fundamento 96). Refiriendo la comisión de diversos 
hechos que habría cometido CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI como 
parte y líder de la presunta organización; teniendo la finalidad de 
incrementar los alcances de la organización (fundamento 101), 
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mencionándose expresamente como característica de una organización 
criminal, la dedicación a un programa criminal de carácter indeterminado y su 
permanencia, esto es, la existencia de un vínculo estable y duradero entre 
sus integrantes (fundamentos 104 y 107). 

4.3. De otro lado, en cuanto a la complejidad organizacional, en la citada 
Disposición n.° 77 se describe la estructura compleja de la presunta 
organización criminal “Los Cuellos Blancos del Puerto”, ubicando al 
recurrente CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI como individuo clave de la 
organización; además identifica a las personas que integrarían sus redes 
interna y externa, así como a los presuntos usuarios de la organización; 
describiéndose su ámbito de influencia (el ex Consejo Nacional de la 
Magistratura, Poder Judicial y Ministerio Público), la pluralidad de 
personas que la integraban, la repartición de tareas, entre otros. 

4.4. Las Disposiciones n.° 15 y n.° 77 se afincan en que la organización 
criminal “Los Cuellos Blancos del Puerto” contaba con capacidad operativa 
que exige el artículo 317 del Código Penal; identifican a los individuos 
claves e integrantes de las redes interna y externa que estaban 
conformadas por miembros del ex Consejo Nacional de la Magistratura y 
jueces de diferentes niveles del Poder Judicial, incluyendo al propio 
CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA PARIACHI. Todo lo cual pone de manifiesto la 
capacidad operativa con que se contaba para cumplir con su finalidad 
delictiva, básicamente, en torno a la comisión de delitos de corrupción de 
funcionarios; solicitando y obteniendo beneficios para la organización, a 
través de procesos judiciales, favoreciendo a quienes serian usuarios de la 
red criminal, así como conseguir nombramientos y ratificaciones a nivel 
del ex CNM, puesto que precisamente los integrantes de la organización 
serían, entre otros, jueces y consejeros del ex CNM. La existencia de las 
referidas redes interna y externa extendidas en un Poder del Estado 
(Poder Judicial) y dos organismos constitucionales autónomos (ex 
Consejo Nacional de la Magistratura y Ministerio Público) serían una 
manifestación clara de dicha capacidad operativa. 

4.5. Entre los delitos fin atribuidos a la organización, se encuentra delitos de 
corrupción de funcionarios, entre ellos, cohecho pasivo específico y 
cohecho activo específico (artículo 395 y 398 del Código Penal), siendo 
que tratándose de magistrados la penalidad mínima en cada caso es, 
respectivamente, no menor de seis y de cinco años de pena privativa de la 
libertad; con lo cual se cumple con la penalidad mínima requerida. 

4.6.  Cabe señalar además que tras la modificatoria del artículo 317 del Código 
Penal, por Ley n.° 32138, ya no se requiere para la configuración del delito 
de organización criminal, tenga como finalidad obtener el control de lo 



 

  

                                                               

 
8 

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE APELACIÓN  
  N.° 86-2025/CORTE SUPREMA  

cadena de valor de una economía o mercado ilegal; por lo que no puede 
exigirse que los hechos imputados, considerados en la formalización de la 
investigación preparatoria —y en sus precisiones, ampliaciones, 
modificaciones u otros— requiera una fundamentación fáctica respecto a la 
obtención del control de dicha cadena de valor de una economía o mercado 
ilegal. El tipo penal actual requiere solamente que se procure un beneficio 
económico u otro de orden material, para la organización. 

Quinto. Recurso de apelación. Ante la decisión precedente, el investigado 
recurrente (foja 146), interpone recurso de apelación contra la acotada 
Resolución n.o 3, con el propósito de que se revoque la decisión de declarar 
infundada la excepción de improcedencia de acción, y reformándola la 
declare fundada; alega la vulneración del principio de legalidad procesal, 
debido proceso y debida motivación de las resoluciones judiciales. Precisó 
tales agravios en lo siguiente:  

5.1. Se vulneró el principio constitucional de la legalidad penal previsto en el 
artículo 2, numeral 24, literal d) de la Constitución Política del Perú, 
porque permite que el recurrente siga siendo procesado por hechos que 
no constituyen delito de organización criminal, conforme a la 
tipificación prevista por el artículo 317 del Código Penal, vigente al 
momento en que se interpuso este medio de defensa que tenía por 
finalidad la extinción de la acción penal. Al diecinueve de agosto de dos 
mil veinticuatro, fecha de la interposición de la presente excepción 
estaba vigente la Ley n.° 32108 promulgada el nueve de agosto de dos 
mil veinticuatro, que incorporó nuevos elementos descriptivos y 
normativos al artículo 317 del Código Penal, sobre todo el elemento 
normativo “el control de la cadena de valor de una economía o 
mercado ilegal para obtener un beneficio económico”; sin embargo, el 
juzgado aplicó la Ley 32138 promulgada el diecinueve de octubre de 
dos mil veinticuatro, que derogó dicho elemento normativo, sin 
preferir la ley más favorable al reo conforme lo señala el artículo 103 
de la Constitución y los artículos 6, 7 y 8 del Código Penal.  

5.2. La Resolución impugnada vulnera el derecho al debido proceso, en su vertiente 
de principio de legalidad procesal y tutela procesal efectiva, garantizado por el 
artículo 139 numeral 3 de la Constitución. El juzgado realizó un juicio de 
subsunción normativa recurriendo a hechos que no forman parte de la 
Disposición Fiscal n.° 15 de diecinueve de octubre de dos mil dieciocho, 
por la cual formalizó investigación preparatoria contra el recurrente por 
el delito de organización criminal. Dicha Disposición Fiscal se emitió en 
base a una acusación constitucional del Congreso de la República, previa 
denuncia de la Fiscalía de la Nación; sin embargo, el juzgado 
indebidamente se basó en hechos contenidos en la Disposición Fiscal n.° 
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77 de fecha quince de noviembre de dos mil veintiuno, por la cual se 
amplió la investigación preparatoria contra el investigado recurrente, por 
hechos cometidos en su condición de juez superior y Presidente de la 
Corte Superior del Callao durante los años dos mil trece a dos mil quince, 
que fueron calificados por la Fiscalía como delito de organización 
criminal. La Disposición Fiscal n.° 77 es nula porque vulnera el principio 
constitucional de legalidad procesal penal, infringe los artículos 450.6 y 
454.1 del CPP, en razón que la ampliación de la investigación 
preparatoria contra altos funcionarios por hechos distintos de los que 
fueron materia de la acusación constitucional, conllevaría a nueva 
denuncia constitucional de la Fiscalía de la Nación. 
∞ También se vulneró el debido proceso, en su vertiente de legalidad 
procesal y procedimiento preestablecido por ley, al tenerse como 
referencia en el juicio de subsunción normativa la Disposición Fiscal 
n.° 127-2023 de veintisiete de abril de dos mil veintitrés que 
reconduce la calificación jurídica de los hechos, que si bien no se 
modificaron los hechos que constituirían delito de organización 
criminal, se recalificaron los hechos que habrían cometido sus 
integrantes y no la organización criminal.  

5.3. Se vulnero el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, al 
no dar razones jurídicas válidas constitucional y legalmente, sobre la 
existencia de todos y cada uno de los elementos constitutivos del delito 
de organización criminal tipificado por el artículo 317 del Código 
Penal, bajo la ley n.° 32108, mientras estaba vigente se interpuso la 
excepción de improcedencia de acción.           

∞ Por Resolución n.o 4, del veintiuno de febrero de dos mil veinticinco 
(foja 166 del cuaderno de excepción), se concedió el recurso de apelación 
interpuesto y se dispuso que se eleven los autos a la Sala Penal Permanente 
de la Corte Suprema. 

§ II. Procedencia y trámite del recurso de apelación 

Sexto. Mediante resolución del veintisiete de febrero de dos mil veinticinco (foja 
171 del cuaderno supremo), se tuvo por recibido el recurso de apelación y se 
corrió traslado de este, sin que se verificase absolución alguna. Por auto del tres 
de junio de dos mil veinticinco (foja 181 del cuaderno supremo), se declaró bien 
concedido el recurso de apelación. Cabe resaltar que entre el bien concedido y la 
presente decisión se suscitaron diversas incidencias de apartamiento por 
impedimento de los jueces supremos que integraban la Sala Suprema. Superado 
los impedimentos e inhibición de los integrantes del Colegiado, por decreto del 
quince de junio de dos mil veintiséis (foja 294 del cuaderno supremo) se 
programó la audiencia de apelación para el tres de julio de dos mil veintiséis. 
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Séptimo. En efecto, la audiencia de apelación verificada el viernes tres de julio 
de dos mil veinticinco, mediante el aplicativo Google Hangouts Meet, con la 
presencia de las partes procesales que se consignó en el acta de su propósito.  

∞ Seguidamente, se verificó de inmediato la deliberación de la causa en 
sesión privada. Efectuada la votación, y por unanimidad, corresponde dictar 
el presente auto de vista, según el plazo previsto en el artículo 420, numeral 
7, del CPP. 

Octavo. Sobre el thema apellatumthema apellatumthema apellatumthema apellatum o motivo de apelación. El recurrente 
impugna la Resolución n.o 3, del diez de febrero de dos mil veinticinco (foja 105), 
emitida por el Juzgado Supremo de Investigación Preparatoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, que declaró infundada la excepción de 
improcedencia de acción deducida por el investigado recurrente (foja 3), en la 
investigación que se le sigue por varios delitos, solo en el extremo que se le 
imputa la presunta comisión del delito de organización criminal, en agravio del 
Estado. El recurso interpuesto persigue la revocatoria de la resolución que 
declaró infundada la excepción de improcedencia de acción que interpuso; por 
lo que corresponde a este órgano jurisdiccional dilucidar si en la resolución 
recurrida habría incurrido en error judicial, porque los hechos imputados 
devienen en atipicidad relativa en aplicación del artículo 6 del CPP, y que a 
consecuencia de la modificación del artículo 317 del Código Penal, por la Ley 
n.° 32108 —que también modificó los artículos 2 y 4 la Ley n.° 30077—, que 
adicionó un nuevo elemento configurante del tipo penal, esto es, la finalidad “de 
obtener, directa o indirectamente, el control de la cadena de valor de una economía o mercado 
ilegal, por lo cual la imputación al recurrente por el delito de organización 
criminal es atípica.   

Noveno. En relación con el ámbito de la decisión en el recurso de 
apelación. El Libro IV del CPP —respecto a la impugnación— otorga a los 
justiciables el modo, la forma y el plazo para fundamentar concretamente 
los agravios que les causa la resolución judicial que cuestionan, lo cual 
supone expresar la insatisfacción total o parcial de cualquiera de sus 
pretensiones —principales o accesorias—, plantear oposiciones o simples 
peticiones formuladas en el proceso. Por lo tanto, el recurso escrito 
interpuesto es la base de la sustentación oral en la audiencia respectiva. En 
este acto no es posible adicionar nuevos agravios que no fueron planteados 
inicialmente dentro del plazo legal y antes de su concesión3. La apelación 
concedida genera el marco de decisión de esta Sala y solo sobre ella nos 
pronunciamos. Por lo tanto, los nuevos pedidos expresados en la audiencia 

 
3 SALA PENAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Sentencia del once 
de diciembre de dos mil veinte, Casación n.o 1658-2017/Huaura, fundamentos jurídicos 10 a 15, principio tantum 
apellatum quantum devolutum. 
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de apelación, que no guarden relación con lo impugnado, no son tomados en 
cuenta. Prohibición de la mutatio libelli4. 

∞ Así pues, el Tribunal Supremo —como segunda instancia y dentro de los 
límites del recurso— puede confirmar, revocar o anular el auto apelado. Tiene 
las mismas facultades que el juez de primera instancia para aplicar el derecho, 
determinar los hechos y valorar de nuevo la prueba con las limitaciones de ley 
y con la matización de la regla tantum apellatum quantum devolutum. 

∞ En lo que atañe al recurso de apelación, y para los fines del presente 
grado, tiene incidencia el numeral 1 de los artículos 409 y 419 del CPP, en 
que se establecen tanto los límites de lo impugnable como las opciones 
procesales de la revisión en segunda instancia —anular o revocar en todo o 
en parte la resolución impugnada—.  

Décimo. De la excepción de improcedencia de acción. El artículo 6, 
numeral 1, del CPP permite a las partes intervinientes deducir excepciones 
procesales contra la incoación del proceso penal.  

∞ Las excepciones son líneas de oposición referidas al proceso, sobre los 
presupuestos y requisitos procesales. Condicionan la admisibilidad de la 
acción o, en su caso, de la pretensión5, por lo que una consecuencia de su 
estimación es el sobreseimiento de la causa penal, de acuerdo con el artículo 
6, numeral 2, del CPP.  

∞ Las excepciones promovidas contra los actos de imputación del 
Ministerio Público —disposición de formalización de la investigación 
preparatoria o requerimiento de acusación, según los artículos 336 y 349 del 
CPP— ponen de manifiesto la existencia de algún obstáculo procesal que 
impide la correcta instauración del procedimiento penal, sin entrar a 
conocer sobre el fondo del asunto6. Siempre atento al itinerario procesal, 
puesto que, el examen del excepcionista, cuando se resuelve un asunto debe 
estar alineado al último requerimiento fiscal, vale decir que cuando exista 
un requerimiento acusatorio, este es el punto de referencia, decayendo la 
imputación inicial, bajo la rectoría del principio de identidad como lo hemos 
señalado en la jurisprudencia suprema, según consta en la Casación 1086-
2021/Amazonas, de treinta de noviembre de dos mil veintidós. 

Fundamento Octavo. No puede soslayarse que el principio de progresividad que 
rige la formación de la sospecha incriminatoria desde su fase inicial o simple hasta 
convertirla en sospecha suficiente o justificante, o bien descartarla y requerir el 
sobreseimiento o archivar la denuncia; exige que la función fiscal se despliegue de modo 

 

4 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Casación n.o 864-
2017/Nacional, del veintiuno de mayo de dos mil dieciocho, fundamento de derecho duodécimo. 
5 GIMENO SENDRA, Vicente. (2007). Derecho procesal civil (2.a edición, tomo I). Madrid: Editorial Colex, p. 65. 
6 FUENTES SORIANO, Olga. (2013). Ley de enjuiciamiento civil comentada. Madrid: Editorial La Ley, pp. 1122-1123. 
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eficiente desde conocida la notitia criminis en los albores de la actividad indagatoria, 
para que esta sea justificada y razonable; cumpliendo a cabalidad el rol tutelar del 
Ministerio Público ejercitante del ius persequendi en un Estado Constitucional del 
Derecho (artículo 159 de la Constitución Política del Perú)7. Sobre todo, porque “todas 
las decisiones fiscales y judiciales hasta la sentencia son adoptadas o fundadas 
con base en la sospecha inicial” 8. En consecuencia, brotan dos reglas de juicio, bajo la 
rectoría del principio lógico de identidad9, por un lado, aunque la excepción de 
improcedencia de acción pueda postularse respecto tanto de un requerimiento 
acusatorio acabado, como de una disposición fiscal previa (diligencias preliminares o 
formalización, ampliación, continuación de investigación preparatoria); ello no significa 
que el juez que evalúa la excepción no considere el grado de sospecha en el que se ubica 
el relato fiscal, para contestar el ruego del excepcionista. En ese orden de ideas,  no es 
lo mismo examinar el relato incriminatorio desde la perspectiva de una sospecha 
suficiente o justificada, en forma y acabada -que debe estar ineludiblemente presente 
cuando se presenta el requerimiento fiscal acusatorio o mixto- que examinar el relato 
fiscal previo que se afinca en una sospecha inicial o incluso puede haber avanzado hasta 
una sospecha reveladora.  

Undécimo. En lo pertinente, la excepción de improcedencia de acción se 
refiere al objeto del proceso y está destinada a determinar si dados los 
hechos relatados por el fiscal —en los que funda su petición— es posible 
subsumirlos en una norma material penal: de un lado, en un tipo de injusto 
penal determinado —es decir, si se cumple la imputación objetiva (la 
determinación de la realización del tipo objetivo exige imputar 
objetivamente la realización del verbo típico al autor con base en criterios 
jurídicos penales, de modo que la imputación del comportamiento requiere 
que (su) actuar (se encuentre) fuera del ámbito del riesgo permitido, al 
margen del principio de confianza y de la prohibición de regreso10, siempre 
que para tal determinación no se requiera el contradictorio de prueba) y la 
imputación subjetiva del tipo delictivo, así como si no existe una causa de 
justificación (tipo de permisión)—; y, de otro lado, si se presenta alguna 
causa personal de exclusión de pena o no se verifica una condición objetiva 
de punibilidad. Como no se está ante una oposición material de la 
imputación, con la negación de todos o parte de los hechos afirmados por el 
fiscal o con la introducción de hechos nuevos (impeditivos, extintivos o 
excluyentes) y supuestos fácticos de normas diferentes, no es posible, por su 

 
7 SALA PENAL PERMANENTE, Apelación 73-2021/Corte Suprema, del catorce de noviembre de dos mil 
veintidós, fundamento 4.1.3.   
8 VOLK, Klaus. (2016) Curso Fundamental de Derecho Procesal Penal, Buenos Aires: Editorial Hammurabi, pp. 78 
a 79. 
9 Este principio de lógica y filosofía ontológica, fue enunciado por Parménides y perfeccionado por Aristóteles 
en su obra Primeros Analíticos, «para toda entidad A, A es idéntica a sí misma» (II, 22, 68a). Cuando A pertenece 
al conjunto de B y a C y no se afirma de nada más, y B pertenece también a todo C, es necesario que A y B 
sean convertibles: porque como A se dice de B y C solamente, y B se afirma tanto de sí mismo como de C, está 
claro que se dirá B de todo lo que se diga A, excepto A mismo. WANG, HAO (2018) «From Mathematics to 
Philosophy» traducción propia “De las matemáticas a la Filosofía” en London: Routledge Revivals, ISBN 
9781138687790, consultado en https://doi.org/10.4324/9781315542164. 
10 GARCÍA CAVERO, Percy. (2015). Derecho penal económico. Parte especial (tomo I). Lima: Instituto Pacífico, pp. 
572-574. 
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propia naturaleza, plantear actividad probatoria alternativa ni cuestionar el 
relato fáctico de la Fiscalía; solo cabe cuestionar su relevancia penal o 
punitiva. 

∞ Desde una perspectiva general, las excepciones son medios de defensa 
técnicos utilizados para conseguir el archivo definitivo del proceso o, en su 
caso, la regularización de este si no se siguió el trámite legal. A partir de una 
óptica específica, la excepción de improcedencia otorga la potestad de 
cuestionar preliminarmente la procedencia de la acción ejercida, si la conducta 
imputada no constituye delito o si el hecho atribuido no es justiciable 
penalmente. Cualquier decisión fuera de estos confines es inadmisible. Además, 
su estimación posibilita el término del proceso penal en un plazo razonable, 
evitando la realización de actos procesales innecesarios, de conformidad con 
los principios de legalidad, economía y celeridad11.  

Duodécimo. Al respecto, la jurisprudencia penal ha definido los alcances 
normativos de la excepción de improcedencia de acción12. 

12.1.  En primer lugar: Es obvio que para deducir una excepción de 
improcedencia de acción se debe partir de los hechos descritos en la 
Disposición Fiscal de Formalización de la Investigación Preparatoria 
[o si hubiera, requerimiento acusatorio, lo último que exista]. A su 
vez, el juez, al evaluar dicha excepción, solo debe tener en cuenta los 
hechos incorporados por el fiscal en el acto de imputación pertinente. 
En efecto, la excepción […] se concreta, por su propia configuración 
procesal, en el juicio de subsunción normativa del hecho atribuido a un 
injusto penal o a la punibilidad, en tanto categorías del delito, distintas 
de la culpabilidad —tanto como juicio de imputación personal cuanto 
como ámbito del examen de su correlación con la realidad—13. 

12.2. En segundo lugar: Esta excepción se centra en el carácter propiamente 
penal del objeto procesal —se discute una cuestión de derecho penal 
material desde la pretensión del Ministerio Público—. Siendo así, la 
pretensión penal, desde la causa de pedir, debe circunscribirse a narrar 
un hecho o una conducta tanto constitutiva de un injusto penal 
(conducta típica y antijurídica), cuanto, desde la categoría de punibilidad 
—si la ley lo establece—, a sostener el incumplimiento de una 

 

11 ORÉ GUARDIA, Arsenio. (2016). Derecho procesal penal peruano. Análisis y comentarios al Código Procesal Penal 
(tomo I). Lima: Gaceta Jurídica, pp. 407-409; REYNA ALFARO, Luis. (2015). Manual de derecho procesal penal. 
Lima: Instituto Pacífico, p. 397. 
12 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Casación n.o 617-2021/Nacional, del veinte de diciembre de dos mil veintidós, fundamentos jurídicos séptimo 
a octavo. 
13 SALA PENAL TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Casación n.o 407-2015/Tacna, del siete de julio de dos mil dieciséis, fundamento de derecho quinto.  
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determinada condición objetiva de punibilidad o la concurrencia de una 
excusa absolutoria […]. Para estos efectos, debe analizarse, en sus 
propios términos, los hechos o las conductas descriptas en la 
Disposición de Formalización de la Investigación Preparatoria o, en su 
caso, en la acusación fiscal escrita14.  

12.3.  En tercer lugar: Esta importa un cuestionamiento acerca del juicio de 
subsunción normativa, de puro derecho. Ello significa, primero, que 
solo se debe tomar en cuenta el relato del Ministerio Público, 
plasmado como tal en la Disposición de Formalización y 
Continuación de la investigación preparatoria o, de ser el caso, en la 
acusación fiscal —no puede negarse, agregarse, reducirse o 
modificarse algún pasaje del relato incriminatorio, no se pueden 
alegar hechos nuevos y extraños a la disposición fiscal—; y, segundo, 
que las solicitudes probatorias, para justificar alguna proposición de 
las partes, en mérito a lo anteriormente precisado, están vedadas15. 

Decimotercero. Así, en el examen de la excepción de improcedencia de 
acción, han de tenerse en cuenta diversas reglas jurisprudenciales definitivas. 

13.1. Se deben respetar los hechos afirmados por la Fiscalía, sin 
modificarlos, negarlos, aumentarlos, agregarlos o reducirlos16. 

13.2. No es posible cuestionar ni realizar una apreciación de los actos de 
investigación o de prueba, así como tampoco cuestionar la 
formulación fáctica del fiscal o si esta es genérica, oscura o ambigua, 
pues no es el escenario procesal para ese fin. Tanto más si, en clave 
del principio de progresividad, aún no existe una acusación en forma, 
donde la imputación debe aparecer como cabal y completa; cuando se 
está frente a una imputación preliminar o la propia de la 
investigación preparatoria; la exigencia no puede ser tan cabal; eso sí, 
siempre que todos los elementos típicos del delito, aunque fuera de 
modo incipiente aparezca en el relato fáctico. 

13.3. Los ámbitos para la dilucidación de la excepción son los siguientes: 
pleno respeto de los hechos relatados por la Fiscalía y análisis 
jurídico-penal de estos desde las categorías del delito17. 

 
14 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Casación n.o 277-2018/Ventanilla, del veintiuno de marzo de dos mil diecinueve, fundamento de derecho 
primero.  
15 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Casación n.o 1307-2019/Corte Suprema, del doce de febrero de dos mil veinte, fundamento de derecho cuarto.  
16 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Casación n.o 1307-2019/Corte Suprema, del doce de febrero de dos mil veinte, fundamento cuarto. 
17 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Casación n.o 1092-2021/Nacional, del trece de mayo de dos mil veintidós, fundamento de derecho segundo. 
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13.4. Se analiza la correspondencia de los hechos relatados en la 
imputación fiscal —disposición fiscal de investigación preparatoria o 
acusación fiscal— con el tipo delictivo objeto de la investigación o del 
proceso —según la etapa procesal en que la causa se encuentra 
cuando se deduce la excepción—. Asimismo, abarca el texto del tipo 
penal en todos sus componentes, siempre que no se invoque o 
cuestione una actividad probatoria o suficiencia de elementos de 
convicción. Por ello, comprende lo siguiente: (a) tipicidad objetiva, (b) 
tipicidad subjetiva —si bien es resultado de una inferencia, debe 
brotar de la redacción de la disposición o requerimiento fiscal, por lo 
que solo el caso concreto (casuística específica) permitirá definir si la 
tipicidad subjetiva exige actividad probatoria—, (c) antijuridicidad y 
(d) punibilidad: (i) excusa legal absolutoria o (ii) condiciones objetivas 
de punibilidad18. 

13.5. Caben los supuestos de atipicidad absoluta (ausencia de todos los 
elementos típicos) y atipicidad relativa (ausencia de algunos elementos 
típicos). 

13.6. El análisis comprende —desde luego, como ejercicio de 
subsunción— la comprensión de la tipicidad objetiva —en este 
ámbito, podría corresponder al espectro de la imputación objetiva, 
dependiendo de la forma como se postule, pero el análisis es 
casuístico: caso por caso—, fundamentalmente, porque la teoría de la 
imputación objetiva importa un juicio, del cual un resultado real se 
atribuye a una conducta, bajo la idea de que el resultado es la 
expresión de un riesgo no permitido descrito en el tipo penal. El rol 
de la persona se tiene que contextualizar socialmente, caso por caso, 
y en el ámbito en que se ha desenvuelto el hecho19. 

∞ Cuando se invoque la tesis de imputación objetiva (principio de confianza, 
prohibición de regreso, riesgo socialmente permitido, competencia de la 
víctima, conducta convencional, rol neutral, rol socialmente permitido), en 
primer lugar, no pueden alterarse, modificarse, acrecentarse u omitirse los 
hechos postulados por el Ministerio Público; en segundo lugar, la hipótesis 
del excepcionante o del juez que la declara de oficio no debe afincarse en un 
juicio de valor probatorio, en la insuficiencia de los elementos de convicción 
o en la imputación imperfecta, genérica o la falta de imputación concreta. 
En esa línea, la estimación de la excepción se circunscribe al juicio de 

 
18 SALA PENAL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Recurso de 
Apelación n.o 61-2021/Corte Suprema, del veintiséis de julio de dos mil veintidós, fundamento cuarto. 
19 Cfr. SÁNCHEZ-OSTIZ, Pablo. (2008). Imputación y teoría del delito. Buenos Aires: Editorial BdeF, pp. 524-525, 
y PÉREZ BEJARANO, Alfredo Enrique, y MÁRQUEZ ROSALES, Jorge Francisco. (2017). El ejercicio de la abogacía 
y sus riesgos respecto del delito de lavado de activos. Lima: Márquez Editores, p. 178. 
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tipicidad o subsunción, siempre que no tenga que acudirse al esfuerzo de 
comprobación probatoria, es decir, si el constructo fiscal contraviene la sana 
crítica razonada o es contrario a los principios y reglas de la lógica, al 
conocimiento científico contrastable, a las máximas de la experiencia, a los 
principios y reglas del ordenamiento jurídico vigente o a lo notorio. 

ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

Decimocuarto. El recurso interpuesto persigue la revocatoria de la 
resolución que declaró infundada la excepción de improcedencia de acción 
que interpuso el recurrente; por lo que corresponde a este órgano 
jurisdiccional dilucidar si en la resolución recurrida habría incurrido en 
error judicial, porque los hechos imputados devienen en atipicidad relativa 
en aplicación del artículo 6 del CPP, a consecuencia de la modificación del 
artículo 317 del Código Penal, por la Ley n.° 32108 —que también 
modificó los artículos 2 y 4 la Ley n.° 30077—, que adicionó nuevos 
elementos configurante del tipo penal, relievando, la finalidad “de obtener, 
directa o indirectamente, el control de la cadena de valor de una economía o mercado 
ilegal”, por lo que al no concurrir en la imputación fiscal contra al 
recurrente por el delito de organización criminal, esta deviene en atípica. 
Deviniendo que la cuestión a dilucidar radica en determinar el ámbito 
normativo aplicable al caso, luego a consecuencia de ello si los hechos 
imputados resultan subsumibles al caso concreto. En la audiencia de 
segunda instancia también el apelante añadió que es obligación de los 
jueces supremos la aplicación por combinación de leyes, por ser más 
favorable. Al igual que resaltó la existencia de jurisprudencia divergente, 
respecto del elemento normativo anunciado como lo es el control de la 
cadena de valor de una economía o mercado ilegal, como lo evidencia entre 
otros en las Ejecutorias: Casación 54-2022/Madre de Dios, del veintinueve 
de septiembre de dos mil veinticinco, fundamento jurídico cuarto frente a lo 
expuesto en la Apelación 423-2025/Nacional, del quince de diciembre de 
dos mil veinticinco, fundamento jurídico cuarto; entre otras. 

Decimoquinto. En el presente caso, se ha acreditado como dato procesal 
innegable, que el trece de marzo de dos mil veintiséis, el Ministerio Público 
ha presentado el requerimiento acusatorio mixto en el presente caso y sobre 
estos hechos, el mismo se encuentra en trámite de traslado a las partes 
procesales, habiéndose notificado al recurrente el diecisiete de junio de dos 
mil veintiséis a las 15:42:52 horas. Tal como se ha anunciado la 
jurisprudencia uniforme de este Tribunal Supremo, ut supra, la excepción de 
improcedencia de acción se disuelve por la técnica de subsunción normativa 
entre el texto cierto de la ley penal y el requerimiento de incriminación del 
Ministerio Público, el cual puede estar plasmado, bien en la formalización o 



 

  

                                                               

 
17

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE APELACIÓN  
  N.° 86-2025/CORTE SUPREMA  

continuación de la investigación preparatoria o mejor aún, en el 
requerimiento acusatorio pertinente. Como se ha indicado también, es un 
dato procesal inobjetable, durante el curso de apelación y luego de emitida la 
resolución de primera instancia, se ha presentado, el trece de marzo de dos 
mil veintiséis, el requerimiento acusatorio. Acto procesal que no podría ser 
soslayado, por este Tribunal, toda vez, que se trata de una excepción de 
improcedencia de acción, cuyo carácter incidental no impide que el desarrollo 
de la culminación de la investigación preparatoria se haya producido. 

∞ Así pues, existiendo a la fecha un requerimiento acusatorio postulado, la 
discusión sobre una decisión de infundabilidad de la excepción de 
improcedencia de acción efectuada sobre la base de formalizaciones o 
continuaciones de investigaciones preparatorias, resultan a la fecha 
inconducentes, porque la imputación válida, entre la que aparece en las 
diligencias preliminares o formalizaciones y sus disposiciones sucesivas de 
investigación preparatoria y la que consta en el requerimiento acusatorio; 
vuelve a esta última en la imperativa, desapareciendo cualquier otro previa 
imputación. Por cuanto las previas imputaciones son solo propositivas 
conjeturales; en cambio, la acusación se sostiene en una sospecha 
suficiente20, al ser de naturaleza propositiva consolidante o justificativa. En 
este caso, las imputaciones previas al requerimiento acusatorio, no tienen 
forma de edificar una improcedencia de acción, sino que el análisis 
respectivo de subsunción normativa, deben realizarse sobre el fáctico 
postulado de manera definitiva. 

Decimosexto. Aunque lo inmediatamente dicho, hace decaer el recurso 
por contravenir el principio de razón suficiente. En respeto al principio de 
congruencia procesal damos también respuesta a los agravios postulados 
por el recurrente. Entonces, en lo que concierne a la norma sustantiva 
aplicable el caso concreto, se tiene que desde el texto original del artículo 
317, inicialmente denominado de agrupación o asociación ilícita para 
delinquir ha sufrido sucesivas modificaciones, mediante la Ley n.° 28355 
del seis de octubre de dos mil cuatro, el Decreto Legislativo n.° 982 del 
veintidós de julio de dos mil siete, la Ley n.° 30077 del veinte de agosto de 
dos mil trece, el Decreto Legislativo n.° 1181 del veintisiete de julio de 
dos mil quince, el Decreto Legislativo n.° 1244 del veintinueve de 
octubre de dos mil dieciséis, el Decreto Legislativo n.° 1611 del 
veintiuno de diciembre de dos mil veintitrés, la Ley n.° 32108 del nueve 
de agosto de dos mil veinticuatro y por último, se encuentra vigente, la 
Ley n.° 32138 del diecinueve de octubre de dos mil veinticuatro. Las 

 

20 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA PERUANA, Sentencia Plenaria Casatoria 01-2017/CIJ-433, 
I Pleno Jurisdiccional casatorio de las Salas Penales permanente y transitorias, publicado en el diario oficial 
«El Peruano» el veinticinco de octubre de dos mil diecisiete, fundamento 23. 
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cuatro últimas de las mencionadas, conciernen a este incidente, que 
ocupan el instituto de la teoría general de las normas del conflicto de 
leyes penales sucesivas. 

Decimoséptimo. La aplicación de la garantía fundamental de la ley penal, 
tanto por retroactividad benigna (artículo 103 de la Constitución Política 
del Perú) como por favorabilidad (artículo 139.11 de la Constitución 
Política del Perú) exige la identificación del siguiente curso gnoseológico: 

17.1. La identificación de un conflicto de leyes. Es decir, debe identificarse 
con prístina claridad un intersticio del derecho que manifiesta una 
antinomia legislativa penal21. 

17.2. Las dos leyes penales en conflicto antinómico, deben tener el mismo 
rango jerárquico, y una de ellas debe ser más favorable al imputado 
de algún delito. Quedan descartados los criterios de disolución de 
intersticios de cronología, especialidad y competencia. 

17.3. Resulta de aplicación en este escenario (retroactividad benigna o 
favorabilidad) la teoría de la unidad de la ley penal. Sobre este 
apartado, es indispensable utilizar nuestra facultad de overruling, 
como lo sustentamos más adelante, ad infra, y modificar el criterio 
que antes habíamos usado, en otros casos. 

Decimoctavo. Asimismo, el conflicto de leyes sucesivas penales se refiere 
a la situación donde existen diferentes leyes penales que se aplican a un 
mismo hecho delictivo en distintos momentos, generando dudas sobre cuál 
ley debe ser aplicada; y las que forman el conflicto legal a disolver. En 
esencia, se trata de determinar cuál ley, entre la vigente al momento de la 
comisión del delito y las posteriores, es la que debe regir para juzgar y 
sancionar al infractor; o como en este caso, para disolver la excepción de 
improcedencia de acción incoada, por retroactividad benigna y 
favorabilidad, como se ha invocado. En general, las leyes penales no se 
aplican con carácter retroactivo, es decir, no se aplican a hechos cometidos 
antes de su entrada en vigor: Tempus delicti comissi. Sin embargo, la 

 

21 Fue el profesor Herbert Leonel Adolfo Hart, quien estableció que el ordenamiento jurídico, pese a su vocación 
de completitud, puede que en muchos casos genere grietas (intersticios), los cuales puede generarse por vacíos o 
lagunas, o por defectos de redacción (indeterminaciónindeterminaciónindeterminaciónindeterminación), o por defectos al momento de interpretar (derrotabilidadderrotabilidadderrotabilidadderrotabilidad). Cfr. 
HART, Herbert L. A. (1963). El concepto del derecho, trad. Genaro R. Carrió, ISBN: 9789502019987, Buenos Aires: 
Abeledo-Perrot, pp. 116 a 132; RÓDENAS CALATAYUD, Ángeles. (2012). Los intersticios del Derecho. Indeterminación, 
validez y positivismo jurídico. ISBN: 8497689607, Madrid: Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales, pp. 30 a 35. 
GUASTINI, Riccardo (2014) Interpretar y argumentar, traducción de Silvina Álvarez, Madrid: Centro de estudios 
políticos y constitucionales, pp. 117 a 138; ROSS, Alf (1958) On Law and Justice, London: Stevens & Sons, p. 26; 
PERELMAN, Chaïm (1965) Les antinomies en droit, Bruxelles: E. Bruylant, pp. 67 a 69; GAVAZZI, Giacomo (1959) 
Delle antinomie, Torino: Ed. G. Giappichelli, pp. 183 a 194; PIZZORUSSO, Giovanni (1977) Delle fonti dil diritto, 
Edizione Prima edizione, Bologna: Editore Zanichelli, pp. 103 a 118; CHIASSONI, Pierluigi (2007) Tecnica 
dell’interpretazione giuridica, Bologna: Editore Zanichelli, pp. 77 a 84. 
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excepción constitucional consagrada en el artículo 103 de la Constitución 
Política del Perú, es la aplicación con carácter retroactivo de la utilización 
de la ley penal más favorable al reo, incluso si es posterior a la comisión 
del delito. Esto se basa en la idea de que la ley penal debe ser lo más justa 
posible y beneficiar al acusado cuando una ley posterior lo haga. 

∞ Partiendo del hecho, que a los delitos le corresponde, por principio de 
legalidad (lex praevia, lex certa, lex scripta, lex stricta), la subsunción normativa 
en la disposición típica penal vigente el día de acontecidos los hechos: 
Tempus delicti comissi (la ley que estuvo vigente el día de cometido el delito 
imputado). El conflicto antinómico de leyes penales se engendra con el 
principio Tempus regit actum22, que establece que la ley penal aplicable en el 
tiempo, es la que se encuentra vigente al momento de resolverse. En 
consecuencia, la aplicación de la retroactividad benigna o de la 
favorabilidad, que se impone frente a estos dos principios en conflicto: la 
ley vigente al tiempo del delito imputado y la ley que está vigente cuando 
debe resolver la solicitud de excepción de improcedencia de acción. 

Decimonoveno. En el presente incidente, en primer lugar, no solo existen 
dos leyes en conflicto, entre las que debe escogerse la más favorable; sino 
que estamos frente a cuatro leyes sucesivas: el Decreto Legislativo n.° 1244 
del veintinueve de octubre de dos mil dieciséis, el Decreto Legislativo n.° 
1611 del veintiuno de diciembre de dos mil veintitrés, la Ley n.° 32108 del 
nueve de agosto de dos mil veinticuatro y, por último, la que está vigente, 
incluso hasta la fecha, la Ley n.° 32138 del diecinueve de octubre de dos mil 
veinticuatro. El recurrente solicita la aplicación retroactiva de la Ley n.° 
32108, que en la actualidad tiene el carácter de “ley intermedia”, ya que fue 
derogada por la vigente Ley n.° 32138; al respecto es necesario señalar que: 
En primer orden, la dogmática, según la teoría general de las normas, a 
partir de las postulaciones de los profesores Herbert L.A. Hart, Jerzy 
Wróblewski, Eduardo García de Enterría23, cuando existe leyes sucesivas 
en conflicto, las leyes intermedias solo rigen los hechos acaecidos durante 
su vigente temporal, salvo que otra posterior sea más favorable en materia 
penal, claro está. En buena cuenta, el conflicto legal penal antinómico, para 
aplicar retroactividad benigna, solo se presenta entre el Decreto Legislativo 
n.° 1244 (Tempus delicti comissi); y la Ley n.° 32138 del diecinueve de octubre 
de dos mil veinticuatro (Tempus regit actum) y solo entre ellas debe 
determinarse la norma penal más favorable al imputado. En el caso, de las 

 

22 Reconocido por el precedente vinculante emitido por el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, en la Sentencia del 
Expediente 02496-2005-PHC/TC – Lima, del diecisiete de mayo de dos mil cinco, fundamento jurídico 12. 
23 Cfr. HART, Herbert Lionel Adolf (1963) El concepto del derecho, trad. Genero R. Carrió, Buenos Aires: Abeledo-Perrot, pp. 
145 a 165; WRÓBLESWSKI, Jerzy (1985) Constitución y teoría general de la interpretación jurídica, traducción de Arantxa 
Azurza, Madrid: Civitas, pp. 27 a 48; García de Enterría y Martínez-Caralde, E. (2001) La Constitución como norma y el 
Tribunal Constitucional, Madrid: Civitas, pp. 13 a 15. 



 

  

                                                               

 
20

CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA  
DE LA REPÚBLICA 

  SALA PENAL PERMANENTE 
  RECURSO DE APELACIÓN  
  N.° 86-2025/CORTE SUPREMA  

leyes intermedias Decreto Legislativo n.° 1611 y la Ley n.° 32108, solo 
podrían regir en el acotado espacio temporal que poseen, los delitos 
cometidos durante su respectiva vigencia. 

∞ En esa misma línea el propio Tribunal Constitucional en la STC en el 
Expediente n.° 01955-2008-PHC/TC – Lima, del veintiséis de noviembre 
de dos mil ocho, en cuyos fundamentos 3 a 10, concluye que el numeral 11 
del artículo 139 en concordancia con el artículo 103 de la Constitución 
Política del Perú, prefiere la ley de unidad de la favorabilidad y descarta la 
teoría de combinación de leyes favorables. Se cita la conclusión referida, en 
lo pertinente: 

10. Al respecto considera este Tribunal que siendo la favorabilidad en materia 
penal el resultado de aplicar, por un lado, la ley vigente al momento de la 
comisión del hecho delictivo, y si resultase más favorable, de manera 
retroactiva las normas que con posterioridad al hecho delictivo hubiera 
entrado en vigencia, ello no resulta contrario a considerar, en la comparación 
de las diversas normas, a cada una de ellas como una unidad. En tal sentido, la 
cuestionada aplicación de la teoría de la unidad de la ley penal no resulta 
vulneratoria del principio de favorabilidad (artículo 139, inciso 11 de la 
Constitución). 

Vigésimo. En segundo lugar, respecto del tipo penal de organización 
criminal ya en la Casación 2637-2023/Nacional del dos de octubre dos mil 
veinticuatro, emitida por la Sala Penal Permanente, se señaló que el 
artículo 317 del CP se erige con un delito de mera actividad y de peligro 
abstracto - debe entenderse cuando se imputa, solo la pertenencia o 
integración de la organización criminal [numeral 1 del artículo 317 del 
Código Penal] – no así cuando se imputa la ejecución de otros delitos 
(fines) en que pese a no perder su naturaleza de delito de mera actividad y 
de peligro abstracto, se está imputando un desarrollo mayor ejecutivo del 
delito, es decir la ejecución de un actividad criminal concreta, es de 
entender que el delito ha escalado de su fase conspirativa a la fase 
consumativa [numeral 3 del artículo 317 del Código Penal].  

∞ Por lo que en la imputación deben estar presentes todos los elementos 
que la legislación exija, pues la existencia de personas aún coordinadas, no 
supone la existencia de una organización en cuanto aliud y plus, frente a la 
mera codelincuencia, que no se satisface con la mera reunión de personas 
para delinquir [cfr.: STSE 669/2017, de once de octubre de dos mil 
diecisiete] De tal manera, que en una excepción de improcedencia de 
acción no se puede analizar únicamente el delito de organización criminal 
como si no hubiera en la imputación otros delitos, a menos claro, que solo 
se esté imputando un delito asociativo de conspiración [numeral 1 del 
artículo 317 del Código Penal]; por lo tanto, no existe discrepancia con la 
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jurisprudencia emitida por esta Alto Tribunal, sino más bien, una 
precisión de mayor nivel, que debe realizarse en cada caso concreto. A 
partir de la concreta imputación fiscal. 

Vigesimoprimero. . . . En tercer lugar, en cuanto a la aplicación por 
favorabilidad, en el caso del artículo 317 modificado por la Ley n.° 32108, 
exige previamente establecer la necesidad de una interpretación 
correctiva, es que el artículo 317 no puede perder su naturaleza de delito 
de mera actividad y de peligro abstracto – si se lo analiza aisladamente – y 
por tanto, exige que la imputación fiscal no haya previsto la realización 
“potencial” de ningún delito fin o de alguna finalidad posterior como “con el 
fin de obtener, directa o indirectamente, el control de la cadena de valor de una 
economía o mercado ilegal, para obtener un beneficio económico”; elemento 
normativo introducido por la Ley n.° 32108 del nueve de agosto de dos 
mil veinticuatro; sin embargo, de manera consecutiva y el mismo año se 
emitió la Ley N.° 32138 del diecinueve de octubre de dos mil veinticuatro, 
es decir dos meses y 10 días después, en la que se consignó que la finalidad 
ulterior es “con el fin de obtener, directa o indirectamente, un beneficio económico 
u otro de orden material”. 

∞ Así que, el control de la cadena de valor exigido previamente no puede 
vaciar de contenido a la obtención del beneficio económico u otro de orden 
material; porque entonces bajo esa interpretación de favorabilidad, se 
generaría otros espacios de antinomia en lugar de disolverlos; pese a que 
estamos frente a un delito de mera actividad; así pues, la interpretación 
sugerida de combinación de leyes o aplicación de la ley intermedia, engendra un 
intersticio de derrotabilidad por interpretación vulneradora del principio 
de no contradicción 24. Análisis que es consistente con la jurisprudencia 
suprema como da cuenta el símil ocurrido respecto del delito de robo con 
agravantes y subsecuente muerte, acontecido con la vigencia de las 
modificatorias al artículo 189 (último párrafo) introducidos por las Leyes 
n.° 30076 y n.° 30077, como da cuenta la ejecutoria de la Sala Penal 
Transitoria, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Recurso 
de Nulidad n.° 140-2025/Callao, del tres de junio de dos mil veinticinco, 
fundamento 13. 

 

24 Este principio se enuncia diciendo: «es imposible que algo sea y no sea al mismo tiempo y en el mismo 
sentido». En forma esquemática se puede simbolizar así: «Es imposible que A sea B y no sea B.» Así como el 
principio de identidad nos dice que una cosa es una cosa, el principio de no contradicción nos dice que una 
cosa no es dos cosas a la vez. Por lo que, en el plano lógico, de los juicios, este principio de no contradicción 
nos dice que: dos juicios contradictorios entre sí no pueden ser verdaderos los dos. Cfr. También SALA PENAL 
PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Casación 1640-2021/Áncash, de diez de 
marzo de dos mil veintitrés, fundamento Decimoquinto. 
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∞ Asimismo, esta Sala Penal Permanente, ya ha tenido oportunidad de 
ocuparse sobre el régimen de la vigencia de las leyes n.° 32108 y n.° 
32138, primero sobre la ley n.° 32108 con ocasión de la Casación n.° 617-
2021/Nacional, Casación n.° 2637-2023/Nacional, Apelación n.° 371-
2024/Corte Suprema y Casación n.° 1766-2024/Huancavelica, en todas 
ellas se ha concluido que la aplicación de leyes sucesivas en caso de 
conflicto, exige optar la favorabilidad a los casos versados sobre 
organización criminal.  

∞ Igualmente, es preciso señalar que todas estas decisiones 
jurisprudenciales son casuísticas, no constituyen precedentes vinculantes, 
para poder aplicarlas a casos judiciales diferentes, deben superar la teoría 
del precedente25, para que se quiebre el principio de igualdad en su 
vertiente de predictibilidad y seguridad jurídica, por esa misma razón, solo 
sería admisible si pese a superar la mencionada teoría, las decisiones fuesen 
injustificadamente inconciliables. 

Vigesimosegundo. Sentado lo precedente, debe precisarse que la teoría de 
combinación de leyes solo puede operar en función de la ley vigente al 
tiempo de la comisión de los hechos y la ley vigente al tiempo de dictarse 
la resolución que defina el asunto en controversia (Tempus delicti comissi 
versus Tempus regit actum); sin que tenga que elaborarse una lex tertia o una 
ley tercera, que se tendría que engendrar para resolver sin que haya sido 
previamente legislada, quebrando el principio de legalidad en sus 

 

25 La teoría del precedente, denominada Case System, la teoría del precedente de origen inglés y reformado por 
el sistema judicial norteamericano, es el sistema judicial por el cual se resuelve un conflicto jurídico tomando 
como referencia la resolución judicial histórica y anterior que sobre el mismo asunto se haya resuelto. La tarea 
judicial con relación a la jurisprudencia vinculante, exige tres pasos: a) La equipolencia o equiparidad, que 
supone determinar que el caso presente es semejante en todas sus notas esenciales con el caso precedente, 
puesto que, de lo contrario, no es posible aplicar la jurisprudencia al caso que se resuelve, ya que no le sería 
pertinente; b) La denotación, que exige reconocer e identificar en la Sentencia vinculante los enunciados que 
son Regla procesal o Regla Jurisprudencial para los casos futuros, eventualmente también en forma de Reglas 
de derecho; y c) La pertinencia constitucional o concordancia práctica, que exige el Juez que si bien se 
hubiese superado los pasos anteriores, no exista una interpretación de mayor optimización o de mejor justicia 
que deba aplicarse, por lo que debe justificar y sustentar en la decisión. Cfr. AGUILÓ, Josep. (2000). Teoría 

general de las fuentes del Derecho. Barcelona: Ariel, p. 123; CROSS, Rupert & HARRIS, James W. (2012). El 

precedente en el derecho inglés, traducción María Angélica Pulido Barreto. Madrid: Marcial Pons, pp. 71 - 98; 
CHIASSONI, Pierluigi. (2004). Il precedente giudizale: tre esercizi di disincanto. En Analisi e Diritto. Genova: 
Universitá di Genova, pp. 75 a 101; ITURRALDE SESMA, Victoria. (1995). El precedente en el common law. 
Madrid: Civitas, pp. 89 a 122; LÓPEZ MEDINA, Diego Eduardo. (2002). El derecho de los jueces. México D.F.: 
UNAM, pp. 237-245; MARINONI, Luiz Guilherme (2023) Precedentes Obligatorios, Lima: Editorial Palestra, p. 
447. Cfr. SALA PENAL PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú. Casación n.° 1299-
2022/Cusco, del quince de marzo de dos mil veintitrés, fundamentos: decimocuarto a decimoctavo; Casación 
n.° 1937-2021/Junín, del veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, fundamentos: decimotercero a 
decimosexto; Casación n.° 1464-2021/Apurímac, del dieciocho de noviembre de dos mil veintidós, 
fundamentos: noveno a undécimo; Casación n.° 2488-2021/Pasco, del dos de septiembre de dos mil veintidós, 
fundamento séptimo. 
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vertientes de lex certa y lex stricta, consagrada en el artículo 2, numeral 24, 
literal d) de la Constitución Política del Perú, en tanto exige que el 
procesamiento penal deba realizar por acto y omisión, previamente 
calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción 
punible. Por lo que, si el órgano jurisdiccional debe crear previamente una 
norma “combinada” para aplicarla, está ya ni es previa, ni cierta, ni mucho 
menos inequívoca. 

∞ En consecuencia, quedan descartadas las leyes intermedias y la 
combinación de leyes, por imposibilidad de crear una ley tercera (lex tertia) 
porque no solo ya no se encuentran vigentes, sino porque una eventual 
aplicación de estas leyes implicaría quebrantar el principio de legalidad de 
las leyes. Por lado, si la retroactividad de la ley se asienta en una situación 
de favorabilidad al proceso, se tiene que la Ley 32138 le resulta más 
beneficiosa al recurrente que el Decreto Legislativo 1244 porque le 
establece un umbral punitivo más beneficioso, respecto de los delitos fines 
que solo pueden ser los que se encuentran dentro de un espectro acotado 
de tipos penales, cuyo extremo mínimo debe ser igual o mayor a cinco 
años, además de su mayor capacidad operativa, su compleja estructura y el 
reparto de roles correlacionados entre sí.  

Vigesimotercero.  Por otro lado, remitidos a la Disposición Fiscal n.° 15 
del diecinueve de octubre de dos mil dieciocho (foja 21), la Fiscalía Suprema 
formalizó y continuó la investigación preparatoria contra CÉSAR JOSÉ 

HINOSTROZA PARIACHI por los delitos de organización criminal, patrocinio 
ilegal, negociación incompatible y tráfico de influencias en agravio del 
Estado, con mayor razón si nos referimos al requerimiento acusatorio, a la 
fecha incoado, el alegato impugnativo que no debería tomarse en cuenta la 
decisión de primera instancia, “por haber quebrantado [se entiende en el 
razonamiento de subsunción] el principio de correlación o congruencia, 
entre lo autorizado por el Congreso de la República y lo imputado por la 
fiscalía, porque se habría edificado sobre el apócrifo y no autorizado 
“Informe parlamentario de Oracio Pacori”; es un argumento que debe 
descartarse porque la imputación aquí analizada se ha efectuado sobre la 
base de las Resoluciones Legislativas del Congreso n.° 006, n.° 007, n.° 008 
y n.° 009-2018-2019-CR, por los cuales se declaró haber lugar a formación 
de causa por los mencionados ilícitos.  

∞ Del mismo modo, por Disposición Fiscal n.° 77 del quince de noviembre 
de dos mil veintiuno, se amplió la investigación preparatoria contra el 
recurrente por el delito de organización criminal en su forma agravada, en 
su calidad de líder de la organización. No obstante que el recurrente alega la 
nulidad de esta Disposición por la falta de autorización de la Fiscalía de la 
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Nación, esta no tiene asidero en razón que el artículo 454 numeral 2 del 
CPP exime de esta exigencia a los delitos de organización criminal 
tipificado en el artículo 317 del Código Penal. En el mismo sentido, por 
Disposición n.° 127-2023 se recalificó jurídicamente los hechos imputados, 
lo que ha merecido sendas ejecutorias de este supremo tribunal, por las 
cuales se validó tales recalificaciones, cerrando ese círculo objetor26, este 
argumento tampoco posee asidero. 

∞ Por consiguiente, se establece que la imputación por el delito de 
organización criminal está vinculada a la perpetración de otros delitos 
ejecutados por dicha organización como patrocinio ilegal, negociación 
incompatible o aprovechamiento indebido del cargo y tráfico de influencias, 
atribuidos al mismo recurrente y a otros imputados; por lo que no es 
procedente acceder a amparar una excepción de improcedencia de acción de 
la imputación de un delito que esta intrínsecamente vinculado a otros 
delitos, que incluso están consumados, en los casos, que la imputación por 
organización criminal no se efectúa como acto de conspiración para realizar 
actos criminales (mera actividad) sino como una organización que ya ha 
ejecutado los delitos fines o consecuencia que también se le imputa (actos 
de ejecución de los delitos fines). 

∞ Robustece esta conclusión los razonamientos incluidos en los Acuerdos 
Plenarios 4-2006, y 8-2019/CIJ-116; incluso el propio Acuerdo Plenario 2-
2006/CIJ-116, se trata de doctrina judicial que ha quedado en paulatino 
desuso, luego deben ser tomados con reserva, puesto que, al desarrollar 
una específica disposición legislativa, se han construido sobre normas ya 
derogadas, por lo que su vinculación se encuentra relativizada. No 
obstante, nos sirven para fundamentar que, si la pertenencia o integración 
de una organización criminal es una circunstancia agravante específica del 
tipo penal, entonces solo se aplica el tipo cualificado, no hay concurso, 
como por ejemplo en el último párrafo del artículo 189 del Código Penal 
(robo con agravantes). Si, por lo contrario, el tipo penal no posee tal 
circunstancia agravante específica de pertenencia o integración de 
asociación criminal, entonces aparece el concurso delictivo con el tipo 
penal fin, como lo permite el Acuerdo Plenario 8-2019/CIJ-116. Será la 
casuística, la que, dependiendo de la imputación fiscal fáctica, la que efectué 
tal distinción en función al tipo penal imputado.   

Vigesimocuarto.  Es cierto que, de un lado, la Sala Penal Permanente, 
Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, ha acogido una teoría 
diversa, como da cuenta la Casación n.° 1513-2023/Nacional del diez de 

 

26 Cfr. Por todas SALA PENAL PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Apelación 
217-2023/Corte Suprema, de catorce de agosto de dos mil veinticuatro. 
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marzo de dos mil veinticinco, fundamento decimotercero, en que 
aplicando el Acuerdo Plenario 2-2006/CIJ-116, se utilizó para resolver 
dicho caso la tesis de la combinación de leyes, para el delito de Asociación 
Ilícita para delinquir artículo 317 del Código Penal, en ese caso entre la 
Ley 30077 y el Decreto Legislativo 1244, pese a que existía otra ley 
intermedia Decreto Legislativo 1181. Sin embargo, como hemos 
anunciado, no se trata de ejecutoria vinculante, sino casuística, por lo que 
en ejercicio de nuestra potestad de overruling, nos apartamos de dicho 
criterio y consideramos que la tesis de combinación de leyes no es una 
doctrina admisible si el órgano jurisdiccional, para resolver el caso de 
aplicación por benignidad o favorabilidad de una ley penal, tiene que 
previamente generar una ley tercera combinada, para aplicar en favor del 
imputado, porque entonces se estaría supliendo al legislador. 

∞ En consecuencia, en este caso, se aplica la teoría de la unidad de la ley 
penal, que según el Tribunal Constitucional STC 1955-2008-PHC/TC – 
Lima, caso Teresa Haydeé Gonzales Barberena, del veintiséis de noviembre 
de dos mil ocho, fundamento 10. Usando el instituto procesal del 
distinguishing respecto del Acuerdo Plenario 2-2006/CIJ-116, por todo lo 
aquí señalado, pues la teoría de la combinación de leyes27, cuando existe 
leyes sucesivas de escasa duración (como las Leyes 30076 y 30077; así 
como, las Leyes 32108 y 32138), engendran nuevos espacios de antinomia, 
que por el principio constitucional de legalidad (lex certa, lex scripta, lex stricta 
y lex previa) obligarían a crear una lex tertia penal y no tanto la aplicación de 
favorabilidad en caso penal, que la Constitución Política del Perú habilita a 
la jurisdicción nacional; puesto que bajo dicho razonamiento las 
modificatorias legislativas de política criminal serán todas absolutamente 
inconducentes. Luego, por sistemática jurídica solo podrían aplicarse a los 
hechos acontecidos durante su limitada vigencia intermedia. 

Vigesimoquinto. Incluso, si se considerase como norma favorable la Ley 
32108, en el caso que no hubiera sido modificada, aun así, el elemento 
normativo “control de la cadena de valor de una economía o mercado ilegal”, ha 
sido aceptado por la jurisprudencia suprema de esta Sala que se trata de un 

 

27 Es verdad, que hemos admitido la teoría de la combinación de leyes, pese a su polémica admisión en el 
derecho peruano, cuando solo estuvieran en conflicto dos leyes, como se ha establecido en la SALA PENAL 

PERMANENTE, Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, Casación 1869-2021/Cusco, del veintitrés 
de marzo de dos mil veintitrés, fundamentos: vigesimoprimero a vigesimocuarto. Al disolver por combinación 
de leyes penales, y en aplicación de favorabilidad penal las leyes 28704 y 30838 respecto del delito de actos 
contra el pudor de menores (artículo 176-A del Código Penal). En el mismo sentido también la casación 63-
2022/Ica, del veinticinco de mayo de dos mil veintitrés, fundamento decimotercero; por cierto, sobre el mismo 
delito de actos contra el pudor de menores (artículo 176-A del Código Penal) y con relación a las mismas 
leyes. En estas mismas decisiones se enfatiza que no se está creando una lex tertia. 
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espacio de intercambio o conjunto de transacciones de procesos o 
intercambio de bienes o servicios entre individuos, que para se torne en 
ilegal tiene que tratarse de transacciones clandestinas y evasoras de la ley 
(fuera de la ley), para obtener externalidades positivas o ventajas o 
ganancias al margen de lo permitido. No tiene que vincularse, 
necesariamente a un espacio físico sino también a un ambiente social o 
virtual, pues el mercado es un proceso puesto en marcha por la actuación de 
individuos que cooperan bajo el régimen de división del trabajo. De allí 
que, la casuística nos ha brindado la oportunidad de definir al mercado 
ilegal y su consiguiente control puede ser de espacios físicamente ilegales 
(como las zonas mineras ilegales); de bienes ilegales (como la 
comercialización de drogas tóxicas, a través de burriers, dealers, caletas, 
etcétera); de servicios ilegales (como el tráfico de contrataciones del Estado 
o el nombramiento o ratificación de jueces o fiscales, nombramiento de 
jueces supernumerarios u otros puestos del servicio público). En estos 
casos, como se dijo no estamos frente a bienes o servicios, entitativamente 
ilegales – puestos públicos o productos mineros – sino para conseguir el 
puesto público, el espacio público o la contratación pública, se da por medio 
de transacciones clandestinas y evasoras de la ley para obtener ventajas, 
que de modo legal no las podrían alcanzar. 

∞ De los primeros espacios físicos o bienes ilegales tuvimos oportunidad 
de pronunciarnos en la Casación 54-2022/Madre de Dios, del veintinueve 
de septiembre de dos mil veinticinco. De los otros, servicios ilegales 
clandestinos para subvertir el espacio o prestación de servicio que debería 
efectuarse de modo legal, dan cuenta tanto la Apelación 391-2024/Corte 
Suprema, del cinco de agosto de dos mil veinticinco; y la Apelación 423-
2025/Nacional, del quince de diciembre de dos mil veinticinco. Estas no 
se contradicen, por lo contrario, al ser casuísticas abordan diferentes casos 
de mercado ilegal que pueden perfectamente existir, algunas son 
entitativa y directamente ilegales; pero también existen otras, que bajo la 
directriz de procesos o transacciones o trámites que deben ser legales, 
controlan espacios de transacciones clandestinas y evasoras de la ley. En 
suma, se trata de ejecutorias complementarias y no contradictorias o 
discordantes como la defensa alega. 

Vigesimosexto. En ese sentido, y con todo lo antes analizado, la 
conclusión del iudex a quo, en este caso es correcta, puesto que la imputación 
(incluso la analizada sin considerar el requerimiento mixto acusatorio 
incoado el dieciséis de marzo de dos mil veintiséis, con el que debe 
compatibilizarse la excepción de improcedencia de acción); atribuye al 
recurrente investigado un injusto penal y punible mencionado 
explícitamente (ex artículo 336, numerales 1 y 2, letra ‘b’ del CPP) como lo 
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ha expuesto el iudex a quo [Vid. fundamento segundo, apartado 2.2.] 
permitiendo la función de delimitación del objeto del proceso a lo delictivo 
y punible28. 

∞ Exhibiendo a partir de la Ley más favorable 32138, que se trata de una 
imputación puesto que se atribuye la existencia de un grupo con compleja 
estructura, ya que involucra tanto a funcionarios tanto del Poder Judicial, 
del Ministerio Público y del Consejo Nacional de la Magistratura, además 
desarrollada para intervenir en procesos judiciales en trámite, cuanto en 
contrataciones de servidores públicos y en la designación, nombramiento o 
ratificación tanto de jueces y fiscales, como en la elección de las autoridades 
que dirigen dichas instituciones, está compuesto por más de tres personas, 
con fines de permanencia, que de manera concertada o coordinada han 
establecido diferentes roles que correlacionan entre sí, para la comisión de 
los delitos de patrocinio ilegal, negociación incompatible y tráfico de 
influencias en agravio del Estado (además de otros atribuidos a otros 
integrantes de la organización criminal). Delitos que tienen en su extremo 
mínimo una pena de al menos 5 años, con el fin directo de tener un 
beneficio económico y materiales que alcanzarían a partir de la ejecución de 
los delitos mencionados, pues son la contraprestación ilícita por su 
realización. Cabe resaltar, como se dijo, que no solo se atribuye la 
conspiración organizativa criminal, sino también que dicha agrupación 
delictiva es imputada de haber efectuado tales delitos (entiéndase en 
concurso) que, según la incriminación, se efectuaron como organización 
criminal. Es decir, que ha superado la fase de conspiración y ha alcanzado la 
fase de ejecución. 

Vigesimoséptimo. Por último, debido a que la decisión impugnada no 
puso fin al proceso penal y no se trata de un incidente de ejecución, no 
corresponde imponer costas procesales, de acuerdo con el artículo 497, 
numeral 1, del CPP. 

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos que integran la Sala 
Penal Permanente de Corte Suprema de Justicia de la República:  

I. DECLARARON INFUNDADO el recurso de apelación interpuesto 
por la defensa técnica del investigado CÉSAR JOSÉ HINOSTROZA 

PARIACHI. 

 

28 VOLK, Klaus, (2016) Curso fundamental de Derecho Procesal, Buenos Aires: Editorial Hammurabi, pp. 
208 y 2014. 
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II. CONFIRMARON el auto contenido en la Resolución n.° 3, del diez de 
febrero de dos mil veinticinco, emitida por el Juzgado Supremo de 
Investigación Preparatoria de la Corte Suprema de Justicia de la 
República, que declaró infundada la excepción de improcedencia de 
acción interpuesta por la defensa técnica del investigado César José 
Hinostroza Pariachi, en el proceso seguido en su contra por la 
presunta comisión del delito de organización criminal y otros, en 
agravio del Estado. 

III. DISPUSIERON que no corresponde imponer costas procesales al 
recurrente.  

IV. ORDENARON NOTIFICAR la presente resolución a las partes 
apersonadas en esta sede suprema, conforme a ley. Asimismo, que se 
publique el presente auto en la página web del Poder Judicial. Hágase 
saber y devuélvase. 

Intervinieron el señor jueces supremos Vásquez Vargas, Campos 
Barranzuela y Báscones Gómez Velásquez por impedimento de los señores 
jueces supremos Prado Saldarriaga, Peña Farfán y Maita Dorregaray.  

SS. 

LUJÁN TÚPEZ  

ALTABÁS KAJATT 

VÁSQUEZ VARGAS  

CAMPOS BARRANZUELA 

BÁSCONES GÓMEZ VELÁSQUEZ  
 
 
MELT/jgma  
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